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ASUNTO


Siendo las cuatro y treinta de la tarde (4:30 p.m.) de esta fecha, se da inicio a la audiencia por los magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal para resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, excepto del Doctor Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de los Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de la señora Secretaria, Dra. Lina María Arbeláez Giraldo.  Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor ARLEXIS URBANO GUARIN contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 


       En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:
S E N T E N C I A:
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones.


Se solicita en el petitum de la demanda que se condene al Instituto de Seguros Sociales, a reconocer y pagar a favor del señor ARLEXIS URBANO GUARIN el incremento pensional del 7% sobre la pensión mínima a que tiene derecho  por tener a su cargo a su hijo menor, con el correspondiente retroactivo desde el día en que empezó a disfrutar de su pensión y las costas del proceso. 

2. Hechos Relevantes

Los hechos con relevancia jurídica sobre los cuales la parte actora apoya las anteriores pretensiones se contraen en lo siguiente:


El señor Arlexis Urbano Guarín es pensionado por invalidez del Instituto de Seguros Sociales, según Resolución N° 005753 del 27 de octubre de 1997, beneficio que le fue reconocido en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y Decreto 758 de 1990, no obstante lo anterior, no le fue reconocido ni le ha sido cancelado el incremento del 7% que le asiste por su hijo menor.


          Aduce el demandante que tiene derecho al incremento de la pensión de invalidez que recibe porque fue reconocida bajo los parámetros del literal b) del Artículo 21 del citado decreto.


Que de acuerdo a lineamientos jurisprudenciales, la Ley 100 de 1993 no se pronunció frente a los incrementos mencionados, lo cual no quiere decir que riña con la nueva legislación, manteniéndose vigente dicho beneficio para quien se le aplique el Acuerdo 049 de 1990.



Que teniendo en cuenta que al actor se le reconoció la pensión por ser beneficiario del régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993, le asiste el derecho a los incrementos pensionales por personas a cargo, toda vez que la norma que los consagra no ha sido derogada ni expresa ni tácitamente por la Ley 100 de 1993, ni es incompatible con su texto.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA y EXCEPCIONES PERENTORIAS

A la entidad demandada, Instituto de los Seguros Sociales se le corrió traslado de la demanda, mas no obra respuesta del ente demandado dentro del plenario. 

III.  LA SENTENCIA APELADA


Mediante decisión de fondo proferida el 5 de junio de 2009, la funcionaria de primer grado negó las pretensiones incoadas por el señor Arlexis Urbano Guarín y absolvió al Instituto de Seguros Sociales, argumentando que del contenido de la Resolución que le concedió la pensión de invalidez se observa que la misma fué concedida en aplicación del articulo 39 de la Ley 100 de 1993 y no por aplicación del Acuerdo 049 de 1990; y al aplicarse la Ley 100 de 1993 que no contempla esos incrementos, no es posible acceder a los mismos, ni siquiera alegando favorabilidad.
VI. FUNDAMENTO DE LA APELACIÓN

La parte actora presentó recurso de apelación en el que expone que la providencia impugnada es contraría a la  jurisprudencia y ratifica el concepto de que, si bien la Ley 100 de 1993 reguló lo concerniente a la pensión de vejez e invalidez de origen común, esto no quiere decir que la nueva normatividad en materia de seguridad social aboliera los incrementos por personas a cargo, puesto que ellos no fueron derogados ni expresa, ni tácitamente por la reglamentación aludida.   Así mismo, que la aplicación de los incrementos tiene su respaldo en los términos del artículo 31 de la citada Ley y en la protección a la seguridad social que pregonan los artículos 48 y 53 de la Constitución Política
V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:
Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.
2. Problema jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Puede reconocerse el beneficio de incrementos pensionales por personas a cargo consagrado en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, cuando la pensión es reconocida en aplicación de la Ley 100 de 1993?
3. De la aplicación del beneficio de incrementos pensionales por personas a cargo a pensiones reconocidas bajo el imperio de la Ley 100 de 1993:
Se encuentra probado que el señor Arlexis Urbano Guarín es pensionado por invalidez por el organismo demandado, como lo demuestra la Resolución N° 005753 del 27 de octubre de 1997 [fl. 7], a partir del 21 de septiembre de 1997. 

Estudiado el contenido de la referida resolución, encuentra la Sala que la pensión efectivamente fue reconocida al demandante sin hesitación alguna en virtud de las claras disposiciones de la Ley 100 de 1993, artículo 39, sin referirse siquiera a las disposiciones contenidas en el Acuerdo 049 de 1990, ni a las del Decreto 758 de 1990, del cual según el apoderado del actor (hechos 2º y 5º de la demanda) era beneficiario.

Tampoco es acogible el argumento expuesto en el sentido de que el Operador de Primera Instancia con su providencia va en contraposición a lo abiertamente expuesto en la jurisprudencia, exactamente en la Sentencia del 5 de julio de 2007, Acta 098, Radicación 29531, Magistrado Ponente Luis Javier Osorio López, puesto que la providencia citada ratifica lo fallado por la Juez a quo, en  cuanto señala que los incrementos por personas a cargo previstos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, perviven aún después de la promulgación de la Ley 100 de 1993, es decir continúan vigentes para aquellos a quienes se les aplicó el mencionado Acuerdo, ya sea por derecho propio o por alcanzar el régimen de transición, criterio que actualmente rige.  

Los fundamentos de la apelación son ligeros y evidencian nada más el animo de contradecir sin fundamento legal alguno los resultados desfavorables que produjo el proceso al nulidiscente.

Encuentra la Sala que la decisión de primer grado habrá de ser confirmada por cuanto la funcionaria de primera instancia actuó tal como lo manda el principio de legalidad, en cuanto negó el reconocimiento del derecho por esta vía deprecado, al encontrar que la pensión del actor fue reconocida bajo la vigencia de la Ley 100 de 1993 artículo 39, norma que en todo caso no contempla el reconocimiento de incrementos similares a los contenidos en el Acuerdo 049 de 1990. 
En efecto, el artículo 21 de dicho Acuerdo, aprobado por el Decreto 758 de 1990, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad, respectivamente, pero para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. El artículo 22 del Acuerdo 049 de 1990, a su vez, establece que tal incremento no hace parte integrante de la pensión. 
En el caso concreto bajo las previsiones de la nueva Ley de Seguridad Social [Ley 100 de 1993] y el cumplimiento de los requisitos del artículo 39 de la misma, se le reconoció la pensión de invalidez al actor, sin hacerse necesario acudir por favorabilidad o transición al artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Y en la resolución que reconoció el derecho pensional nada se mencionó acerca de los incrementos porque como ya se anotó fue concedida con base en la Ley 100 de 1993, que no contempla ese tipo de incrementos, tal como fue determinado por el a quo, porque no puede aplicarse a la normatividad posterior beneficios inmersos en disposiciones anteriores, ni siquiera alegando favorabilidad para el pensionado, puesto que aquí no se presenta conflicto o duda acerca de la aplicación de reglas vigentes, caso en el cual sí procedería adoptar la más favorable en su integridad, como lo prevé el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo, pero no es el caso. 

Actuar de distinta manera constituiría una clara violación al principio de inescindibilidad o conglobamento, según el cual cuando de aplicar normas vigentes se trate se debe hacer en forma íntegra, sin escindirla o aplicarla parcialmente y sin extraer de varias, aún de las no aplicables, lo que de cada una es favorable porque ello equivale a conformar una lex tertia, que repugna al derecho.  
  
Este Juez Colegiado ha asumido posición en cuanto a los incrementos del artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 sobre hijos y cónyuge a cargo del pensionado dándoles pleno vigor, aplicando principios como favorabilidad y aplicación de los derechos adquiridos en régimen de transición; posición que en todo caso encontró respaldo jurisprudencial, en el pronunciamiento de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de julio 27 de 2005[
]. Pero no puede cohonestar su reconocimiento cuando hay prueba de que tal disposición no es la aplicable, en cuanto el derecho primigenio de pensión tuvo su fundamento en una ley posterior que no consagró aquel beneficio adicional.

Suficientes los anteriores argumentos para confirmar la sentencia objeto de apelación, siguiendo igual suerte la condena en costas, conforme al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. En esta sede costas no se causaron.

A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 5 de junio de 2009 por el Juzgado Segundo del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por ARLEXIS URBANO GUARIN contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

           Impedido

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
[�]. Sentencia del 27 de julio de 2005. Radicación 21.517. M.P. Isaura Vargas Díaz. Proceso iniciado por Luis  Hernando Herrera Silva Vs. I.S.S.
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